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EXP. NUM. 2872/2015-I 

 

Los Mochis, Ahome, Sinaloa. A 17 (diecisiete) de Noviembre de 2017 

(dos mil diecisiete). 

 

VISTO para resolver el presente juicio de nulidad número 

2872/2015-I, promovido por la ciudadana ******* , quien 

demandó  al ciudadano DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO 

CATASTRAL DEL ESTADO DE SINALOA, y; 

 

R E S U L T A N D O: 

 

 

1.- Que con fecha 28 (veintiocho) de octubre de 2015 (dos 

mil quince), compareció ante esta Sala Regional Zona Norte del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Sinaloa, la 

ciudadana ******* , quien demandó  DIRECTOR GENERAL DEL 

INSTITUTO CATASTRAL DEL ESTADO DE SINALOA,  por la 

nulidad de la resolución Administrativa contenida en el oficio 

*******  de fecha 28 (veintiocho) de junio de 2015 (dos mil 

quince) mediante el cual se DESECHO el Recurso de Aclaración. 

 

2.- En fecha  19 (diecinueve) de noviembre de 2015 (dos 

mil quince), se tuvo por admitida la demanda, y por ofrecidas, 

recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza, las 

pruebas  ofrecidas por la parte actora  consistentes en las 

Documentales Públicas, Instrumental de Actuaciones y 

Presuncional Legal y Humana, y se ordenó emplazar a la 

autoridad demandada. 

 

3.- En fecha  29 (veintinueve) de febrero de 2016 (dos 

mil dieciséis), se tuvo por admitida la demanda, y por ofrecidas, 

recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza, las 

pruebas  ofrecidas por la autoridad demandada  consistente en 

Documental Pública, Instrumental de Actuaciones y 

Presuncional Legal y Humana. 
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4.- Mediante Proveído dictado por esta Sala el día 17 

(diecisiete) de agosto de 2016 (dos mil dieciséis), se declaró 

cerrada la Instrucción, quedando citado el juicio para oír 

resolución, y: 

 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

I.- Esta Sala es competente para conocer y resolver del 

presente Juicio, de conformidad con los artículos 2, 3, 13, fracción 

I, 22 y 23 fracción I,  de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa; 25, 30,  y 33 fracción I, 38 fracción XI,  del 

Reglamento Interior del Tribunal de  Justicia Administrativa del 

Estado de Sinaloa. 

 

II.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte 

actora a título de conceptos de nulidad, éste Juzgador omitirá su 

trascripción sin que por ello, de ser necesario deba pronunciarse a 

su estudio exhaustivo, al considerar que dicho actuar no constituye 

una omisión formal en la estructura de la presente sentencia 

acorde con lo preceptuado por el artículo 96 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, y que además, no 

representa fuente generadora de agravios a las partes del presente 

juicio. En su esencia robustecen lo anterior el contenido de los 

criterios jurisprudenciales cuyo rubro y tenor literal informan: 

 

 
 
“Novena Época 
Registro: 196477 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

                VII, Abril de 1998,  
Materia(s): Común 
Tesis: VI.2o. J/129         
Página:   599 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 
TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba 
en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, 
no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, 
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a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que 
establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además 
de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, 
dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la 
resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en 
su caso, la ilegalidad de la misma. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo 
en revisión 374/88. Antonio García Ramírez. 22 de noviembre de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. 
Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Amparo en revisión 213/89. 
Jesús Correa Nava. 9 de agosto de 1989. Unanimidad de votos. 
Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Nelson Loranca 
Ventura. Amparo en revisión 322/92. Genoveva Flores Guillén. 19 
de agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 

Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 
Amparo en revisión 673/97. José Luis Pérez Garay y otra. 6 de 
noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 
Loranca Muñoz. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. Amparo en 
revisión 767/97. Damián Martínez López. 22 de enero de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro Castillo, 
Secretario de Tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. 

Secretario: José Zapata Huesca.” 

 

 

III.- Señalado lo anterior, acorde con lo establecido en la 

fracción I, del artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para 

el Estado de Sinaloa, éste Resolutor procede a la fijación del acto 

impugnado, el cual lo constituye la resolución Administrativa 

contenida en el oficio *******  de fecha 28 (veintiocho) de junio 

de 2015 (dos mil quince) mediante el cual se DESECHO el Recurso 

de Aclaración; siendo  la pretensión procesal de la parte actora  se 

declare la nulidad del acto combatido  por considerar que  es ilegal 

por considerar  que adolece de  la debida fundamentación  y 

motivación por contravenir lo dispuesto por los  artículos 14 y 16 

de la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Enseguida, advertido que el estudio de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento del juicio deben ser analizadas aún 

de oficio por la Sala, según lo dispuesto por los artículos 93, in fine 

y 96, fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa, éste Resolutor estima dable precisar que del estudio 

efectuado a las constancias procesales que integran los presentes 

autos, no se extraen elementos objetivos que tornen necesario 

pronunciamiento respectivo con relación a la posible actualización 

de alguna de las hipótesis normativas a que aluden los numerales 

93 y 94 de la supra citada Legislación; en mérito de ello, 
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estimándose satisfecha la exigencia que a la Sala le imponen los 

citados ordinales 93 in fine y 96, fracción II, del enjuiciamiento de 

la materia; enseguida se pronunciará al estudio de los conceptos de 

nulidad vertidos por la parte actora, en observancia de lo previsto 

por la fracción III, del aludido artículo 96 del ordenamiento legal 

supra. 

 

IV. Seguidamente, con sustento en lo establecido en el 

artículo 96 fracción III de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, este Jurisdicente se pronuncia al estudio de la 

parte relativa al único concepto de nulidad que hace valer el 

enjuiciante, en su escrito de demandada en el que medularmente 

argumenta,  que la demandada en su resolución de fecha 28 de 

junio de 2013, resuelve desechar el recurso de aclaración y solo 

manifiesta que no se logra acreditar el interés jurídico para 

promover, es decir que no aportó documentación alguna para 

acreditar la calidad de propietaria o poseedora ni la afectación a su 

esfera jurídica, sustentándose en los artículos 58 fracción VIII, 73 

y 74 de la Ley de Catastro del Estado de Sinaloa, infringiendo lo 

dispuesto por el artículo 14 constitucional pues desecha el recurso 

de aclaración sin desahogar un procedimiento y medios de prueba 

para llegar a la convicción de la existencia o no del interés jurídico 

y legítimo y además para establecer de manera definitiva la 

legalidad o no del registro catastral R5990 que le otorgó al tercero 

interesado ya que pretende demostrar que es incorrecto que se 

haya otorgado registro catastral de una superficie de 74-65-27 

has. pues se está incluyendo casi la totalidad de la superficie que 

tiene en posesión.  

 

Sobre tal cuestión, la autoridad demandada manifestó que la 

accionante se está conduciendo como la titular del derecho de 

posesión cuando en el padrón catastral aparece otra persona como 

derechosa maxime que para poder proporcionar, asignar o 

registrar la clave catastral rústica 019-05990-001 en fecha 22 de 

abril de 2013 y que ampara 74-65-27 hectáreas, al c. BENIGNO 

SAAVEDRA GRACIANO fue porque en su momento este acredito 
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fehacientemente a criterio de ese instituto y en términos de ley con 

las documentales públicas idóneas y suficientes para tener derecho 

a ello. 

 

En consideración de éste Juzgador, el concepto de anulación 

que nos ocupa resulta fundado, esto  por los razonamientos lógicos 

y jurídicos que enseguida se exponen:  

 

En principio es necesario señalar que la resolución impugnada 

lo constituye ser la resolución Administrativa contenida en el oficio 

*******  de fecha 28 (veintiocho) de junio de 2015 (dos mil 

quince) mediante el cual se DESECHO el Recurso de Aclaración, 

interpuesto por la accionante,  del cual se advierte que a manera 

de fundamentación y motivación la demanda le precisa 

textualmente:  

Que una vez analizado su escrito anexo se advierte que el 

promovente no logra acreditar lo establecido por los artículos 73 y 

74 de la Ley de Catastro para el Estado de Sinaloa, en el cual se 

establece que “solo los propietarios y poseedores de predios 

ubicados en el Estado” pueden interponer el recurso de aclaración, 

en contra de los actos catastrales, lo que no se advierte nio 

visualiza en su escrito; esto es que dentro de los anexos y 

argumentación de su escrito la recurrente no logra acreditar el 

interés legítimo y jurídico para promover el presente medio de 

defensa ante este Instituto Catastral del Estado de Sinaloa”. 

Es decir no aporta documentación alguna con la que, acredita 

como posesionario y/o propietario, de conformidad con lo 

establecido por los artículos 56 fracción VII, 73 Y 74 DE LA Ley de 

Catastro del Estado de Sinaloa con relación al artículo 37 de la Ley 

de Justicia Administrativa en el Estado de aplicación supletoria en 

términos del artículo 67 de la Ley de Catastro del Estado de Sinaloa 

con relación al artículo 24 del Código Fiscal del Estado de Sinaloa 

…. 

De lo anterior, se advierte que la recurrente no acredita ser 

propietaria o poseedora del bien inmueble en conflicto, así como 

tampoco acredita una afectación a su esfera jurídica; motivos y 
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fundamentos por los cuales lo procedente es desecha el presente 

medio de defensa”; de donde deviene la ilegalidad del oficio 

impugnado, pues a juicio de éste Resolutor no es suficiente para 

tener por satisfechos los requisitos de fundamentación y motivación 

que todo acto de autoridad debe contener, pues no señala las 

circunstancias o razonamientos que llevaron a la demandada a 

determinar a DESECHAR EL RECURSO DE ACLARACIÓN,   pues si 

bien, señala, una serie de preceptos legales que establecen que 

solo los poseedores o propietarios de predios ubicados en el estado 

de Sinaloa, pueden interponer el recurso de aclaración, también es 

cierto que del escrito de Recurso de Aclaración presentado ante la 

demandada el día 28 (veintiocho) de mayo de 2013 (dos mil trece), 

se advierte que el accionante ofertó como medios de prueba la 

prueba testimonial a cargo de los ciudadanos ROBERTO SANCHEZ 

ESCOBAR y JOSE ANTONIO ORTIZ CHAPARRO, Evidencias 

Fotográficas y una Inspección con personal técnico,  por lo que a 

juicio de este juzgador la demandada, es omisa en motivar 

debidamente su resolución, pues no señala los motivos razones o 

circunstancias por las que omitió valorar las pruebas aportadas por 

la recurrente; por lo que es incuestionable que se le deja en estado 

de indefensión imposibilitándole así estructurar una adecuada 

defensa en contra del actuar de la autoridad, violentándose en 

consecuencia, en perjuicio del demandante el principio de legalidad, 

el cual se encuentra consagrado a su favor en su calidad de 

gobernado a título de garantía individual en el artículo 16 de 

nuestra Carta Magna. 

 

Así, de una interpretación armónica de las garantías 

individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran el 

artículo 16 Constitucional,  se obtiene que los actos de  privación y 

de molestia,  como lo constituye el acto impugnado, deben, entre 

otros requisitos ser emitidos por autoridad competente y cumplir las 

formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa 

que todo acto de autoridad debe necesariamente  emitirse por 

autoridad competente y contemplar los requisitos de 

fundamentación y motivación,  cuyo  propósito primordial  es que el 
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gobernado conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo 

que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa 

la esencia de todas las circunstancias y condiciones que 

determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y 

muy claro para el afectado y pueda cuestionar y controvertir el 

mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa; 

es decir,  no basta con exponer cualquier móvil o causa en que se 

apoye el acto de molestia, sino que es necesario que la autoridad 

exprese el razonamiento, contenido en el texto mismo del 

documento que contenga el mandamiento respectivo, según el cual 

quien lo emite llega a la conclusión de que el acto concreto se 

ajusta exactamente a las prevenciones de determinados preceptos 

legales.  

 

Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia numero 216534 

Octava Época Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  64, Abril de 1993 

Materia(s): Administrativa Tesis: VI. 2o. J/248  Página:    43 

 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS. 
De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de 
autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, 
entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con 

precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, 
que también deben señalarse con precisión, las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas que se 
hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo 
necesario además, que exista adecuación entre los motivos 
aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso 
concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que 
cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser 

molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud 
de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y 
motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas 
las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de 
que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al 
mandamiento relativo. En materia administrativa, 
específicamente, para poder considerar un acto autoritario como 
correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los 

cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso 
concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra 
la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que 
serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, 
subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos 
legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las 
autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

 
Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. 
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28 de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 
Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 
 
Amparo directo 367/90. Fomento y Representación Ultramar, 
S.A. de C.V. 29 de enero de 1991. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Mario 

Machorro Castillo. 
 
Revisión fiscal 20/91. Robles y Compañía, S.A. 13 de agosto de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 
 
Amparo en revisión 67/92. José Manuel Méndez Jiménez. 25 de 
febrero de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván 

Rojas. Secretario: Waldo Guerrero Laxares. 
 
Amparo en revisión 3/93. Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores. 4 de febrero de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: 
Vicente Martínez Sánchez. 
 
Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917-

1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52. 
 
Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, páginas 35 y 31, tesis 
por contradicción 2a./J. 58/2001 y 2a./J. 57/2001, de rubros: 
"JUICIO DE NULIDAD. AL DICTAR LA SENTENCIA RESPECTIVA 
LA SALA FISCAL NO PUEDE CITAR O MEJORAR LA 
FUNDAMENTACION DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA QUE DICTO LA RESOLUCION IMPUGNADA." y 
"COMPETENCIA DE LAS  AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN 
EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE 
MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISION EL PRECEPTO 
LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCION EJERCIDA Y, EN SU 
CASO, LA RESPECTIVA FRACCION, INCISO Y SUBINCISO.", 
respectivamente.” 

 

 

Y la Tesis Aislada número 213778, Octava Época Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación  XIII, Enero de 1994 Materia(s): Común Tesis: 

IV.3o.92 K, Página:   243: 

 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. ACTOS DE 
AUTORIDADES. 
No es suficiente para estimar acreditada una acción o excepción la 
simple referencia o relación de las probanzas existentes en el juicio, 
sino que es necesario e indispensable que se analice ampliamente 
cada uno de los elementos para determinar qué parte de ellos le 
beneficia o perjudica al oferente o a la contraparte, a fin de que el 
particular, con pleno conocimiento de los fundamentos de hecho y 
de derecho de la resolución reclamada, esté en aptitud de 
defenderse si estima que se le afectan sus derechos, pues de otra 
forma desconocería cuáles fueron los actos en concreto que pesaron 
en su contra; es decir, que para que un acto de autoridad se 
considere debidamente fundado y motivado, debe contener la 
expresión, con precisión del precepto o preceptos legales aplicables 
y el señalamiento, también con precisión, de las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan 
tenido en consideración para la emisión del acto, requiriéndose 
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además la debida adecuación entre los motivos argumentados y las 
normas aplicables para que se estime configurada la hipótesis 
indicada. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 589/92. Mariano Villarreal Martínez. 6 de mayo de 

1993. Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. 
Secretaria: Gloria Fuerte Cortés.” 

 

Luego entonces, cuando la autoridad administrativa 

responsable no razona debidamente en el acto impugnado cómo es 

que pudiera adecuarse a una determinada norma jurídica y el 

motivo por el cual determina resolver DESECHAR el recurso de 

reclamación, sin valorar las probanzas aportadas por la recurrente 

para acreditar su interés jurídico y legítimo,  entonces,  resulta 

evidente que dicha autoridad no expuso la motivación exigida por el 

artículo 16 de la Constitución Federal. 

 

Más aún que el recurrente tiene oportunidad para acreditar su 

interés jurídico durante la sustanciación del procedimiento, hasta 

antes de la etapa de conclusión del juicio 

 

Apoya lo anterior la siguiente tesis jurisprudencial: 

 

S.S./TR.30 INTERES, EL ESTUDIO DE SU 
ACREDITAMIENTO ES DABLE AL MOMENTO DE DICTAR 

SENTENCIA. Como presupuesto procesal, no puede 

pretenderse que el acreditamiento del interés que la parte 

actora dice le asiste, para obtener el juzgamiento que 

impetra, se dé desde el momento mismo en que presenta su 
demanda, si se atiende a que, conforme lo dispone el artículo 

96, fracción IV de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, es hasta en la etapa conclusiva del juicio 

que el resolutor primario se encuentra en aptitud de valorar 
los medios de prueba aportados por las partes.  

 

Recurso de Revisión número 92/04.- Resuelto en Sesión de 

Pleno de fecha 4 de febrero de 2005, por unanimidad de 
votos.- Magistrado Ponente: Lic. Mercedes Socorro Palazuelos 

Camacho. Secretario: Lic. Jesús Ramón Soto González. 

 

PRECEDENTES: 
Recurso de Revisión número 77/04.- Resuelto en Sesión de 

Pleno de fecha 25 de febrero de 2005, por unanimidad de 

votos.- Magistrado Ponente:Lic. Mercedes Socorro Palazuelos 

Camacho. Secretario: Lic. Jesús Ramón Soto González 

P.O. Nº 013, Enero 30 de 2006, P. 10 
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En conclusión, al estar privada el oficio  que se impugna por el 

enjuiciante, de los requisitos de formalidades que como acto de 

autoridad debe contener, de conformidad con lo establecido por el 

artículo 16 de nuestra Carta Magna, y no cumplir con el principio de 

legalidad que del mismo precepto se deriva, tenemos entonces que 

se encuentra afectado de nulidad por actualizar la hipótesis 

contenida en el numeral 97, fracción II, del precitado ordenamiento 

Estatal;  

 

“ARTICULO 97.- Son causas de nulidad e invalidez de los actos 
o resoluciones impugnadas las siguientes: 
 
 (…) 

 
      II.-Omisión o incumplimiento de las formalidades que 

legalmente debe revestir el acto impugnado;” 
 

      (…) 

 

 En razón de lo anterior, con apoyo en lo estatuido en la fracción 

II del artículo 95 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa,  se declara la nulidad de la resolución Administrativa 

contenida en el oficio *******  de fecha 28 (veintiocho) de junio 

de 2015 (dos mil quince) mediante el cual se DESECHÓ el Recurso 

de Aclaración, para efecto de que la autoridad demandada Director 

General del Instituto Catastral del Estado de Sinaloa, emita una 

nueva resolución apegada al principio de legalidad que consagra el 

artículo 16 Constitucional en la que funde y motive debidamente su 

actuación, es decir que admita el recurso de aclaración, valore 

las probanzas aportadas por la hoy accionante y emita una 

resolución conforme a derecho debidamente fundada y 

motivada. 

 

 Lo anterior con el objeto de no dejar en estado de 

incertidumbre jurídica al enjuiciante, ya que en caso contrario 

quedaría sin resolver un medio de defensa hecho valer por el citado 

contendiente ante la demandada y con ello en estado de indefensión 

ante un acto que considera lesivo a su esfera jurídica. 
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Apoya la anterior manifestación  el criterio emitido por este 

Tribunal que continuación se transcribe: 

 

S.S./TR.31 NULIDAD PARA EFECTOS. SU 

NATURALEZA. Cuando el acto impugnado consiste 
en resoluciones que ponen fin a un procedimiento 

administrativo o resuelven la respuesta a una 

petición del ciudadano. Cuando la resolución 

impugnada en el juicio de nulidad se dicta como 

culminación de un procedimiento o en relación con 
una petición, donde el orden jurídico exige de la 

autoridad un pronunciamiento, la reparación de la 

violación advertida no se satisface con la simple 

declaración de nulidad; por tanto, si en el 
procedimiento administrativo impugnado la 

autoridad demandada no respetó los requisitos de 

fundamentación y motivación, en atención a la 

subsistencia de las razones y por las cuales inició el 
referido procedimiento administrativo atendiendo a 

que por su naturaleza resulta ser de orden público, 

es preciso que se emita una resolución para el 

efecto de que la autoridad repare la violación 
argüida por el actor en el juicio y emita otra 

resolución apegada al principio de legalidad, que 

consagra el artículo 16 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, evitando la 

incertidumbre jurídica. Así, cuando la litis verse 
sobre la legalidad de actos de autoridad que hayan 

sido emitidos por ésta a instancia del particular, en 

la sentencia estimatoria de la pretensión del actor 

deberá declararse la nulidad para efectos, de 
conformidad con el artículo 98 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, 

señalándose de manera precisa los requisitos que 

deberá reunir la nueva resolución administrativa 
aun y cuando los conceptos de nulidad por el 

accionante tiendan a evidenciar falta de 

formalidades del acto impugnado, pues de 

declararse la nulidad lisa y llana del acto, la 

solicitud inicial del particular quedaría insatisfecha.  
   

Recurso de Revisión número 213/04.- Resuelto en 

Sesión de Pleno de fecha 18 de marzo de 2005, por 

unanimidad de votos.- Magistrado Ponente: Lic. 
Sara Beatriz Guardado Ayala. Secretario: Lic. Jesús 

Ramón Soto González 
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 Por lo expuesto y fundado, de acuerdo a lo establecido en la 

fracción II del artículo 95 y la fracción VI del artículo 96 de la Ley 

de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, se: 

 

 

R E S U E L V E: 

PRIMERO.- Es fundada la pretensión aducida en el presente 

juicio por la ciudadana ******* , consecuentemente; 

 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad de la resolución 

Administrativa contenida en el oficio *******  de fecha 28 

(veintiocho) de junio de 2015 (dos mil quince) mediante el cual se 

DESECHÓ el Recurso de Aclaración; para efectos de que la 

autoridad demandada emita una nueva resolución apegada al 

principio de legalidad que consagra el artículo 16 Constitucional en 

la que funde y motive debidamente su actuación, es decir que es 

decir deberá admitir el recurso de aclaración, valorar las probanzas 

aportadas por la hoy accionante y emitir una resolución conforme a 

derecho debidamente fundada y motivada de conformidad con lo 

analizado en el considerando IV de la presente sentencia. 

 

TERCERO. –Se hace del conocimiento de las partes que 

contra la presente resolución procede el recurso de revisión previsto 

en el artículo 112, 113, 113 BIS, 114 Y 114 BIS de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

  QUINTO.- Una vez que haya causado ejecutoria la presente 

sentencia en los términos del artículo 101 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, en su oportunidad 

archívese el presente expediente como asunto total y 

definitivamente concluido.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- 
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    ACTUACIONES 

 

Así lo proveyó y firmó el ciudadano Licenciado José 

Clemente Torres Germán, Magistrado Instructor de la Sala 

Regional Zona Norte del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Estado de Sinaloa, con residencia en esta ciudad; de 

conformidad con el Acuerdo número 04. S.O. 34/2009, dictado por 

la Sala Superior, en sesión Ordinaria número 34/2009 de fecha 16 

(dieciséis) de octubre del  año dos mil nueve; en unión del 

Secretario de  Acuerdos, Licenciada Virginia Robles Laurean, 

que actúa y da fe, con fundamento en los artículos 23 fracción I y 

26 fracciones I y V, ambos de Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, así como los artículos  33 fracción I, 38 fracción 

V, XI,  del Reglamento Interior del Tribunal de  Justicia 

Administrativa del Estado de Sinaloa. 

 

ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del 

juicio. Fundamento legal: artículo 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción 

III, 156 y 165 de la ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Sinaloa, en relación con los numerales 
trigésimo octavo fracción I, quincuagésimo segundo, párrafo 

segundo y quincuagésimo tercero, quincuagésimo noveno, 

sexagésimo segundo y sexagésimo tercero de los lineamientos 

generales en materia de clasificación y desclasificación de la 
información, así como la elaboración de versiones públicas. 

 


	R E S U L T A N D O:

